Presentación Sr. Jean Pierre Matus ante la Comisión de Constitución, Legislación, Reglamento y Justicia del H. Senado de la República, de 14 de septiembre de 2021
¡Buenos días!
Con la venia del Sr. Presidente y, por su intermedio, me dirijo a los miembros de esta Comisión solicitando se sirvan recomendar a la Sala de esta Corporación el acuerdo del Senado para mi nombramiento como Ministro de la Corte Suprema.
No es la primera vez que comparezco ante Uds. y espero que tampoco sea la última. Durante toda la década pasada he asistido a esta Comisión y a otras de este Senado y de la Cámara de Diputadas y Diputados a exponer mis puntos de vista sobre diferentes proyectos de ley en materias penales. Entiendo que sus presidentes, cada vez que me invitaron consideraron que mi carrera profesional y académica avalaba los juicios que emití, así como las propuestas de redacción que ofrecí cuando se me permitió participar en las discusiones en particular de los proyectos de ley. De esa carrera dio cuenta el martes pasado el ministro de Justicia, por lo que me parece pertinente ahorrarles su reiteración.
Quisiera, en cambio, poner el acento en algunos aspectos que no resultan evidentes de la lectura de la información curricular. Por ej., que en mi labor de asesoría legislativa siempre estuve disponible a concurrir, ad-honorem, a los llamados de las Comisiones de esta Corporación, procurando seguir las enseñanzas de mis difuntos maestros Sergio Politoff y Juan Bustos Ramírez, en orden a no dejar de aportar mi apoyo técnico a las instituciones de la República, por difíciles que fuesen las decisiones que este cuerpo legislativo debía adoptar, mientras las propuestas ofrecidas se ajustasen a la Constitución, los tratados internacionales y las leyes vigentes. 
Algunas de esas propuestas fueron hechas suyas por esta Comisión y ahora son parte de nuestro paisaje legal. Agradezco a esta Corporación que haya permitido ligar mi nombre a las reformas que han modernizado nuestro Derecho Penal del Medio Ambiente, como la nueva regulación de los delitos de contaminación de aguas, incendio de bosques en parques nacionales y contrabando de especies animales en peligro de extinción. También que atendiera al Proyecto de Ley de Delitos Ambientales, que redacté el año 2019 a petición de la Comisión de Medio Ambiente y se encuentra actualmente pendiente ante Uds., donde se propone una regulación completa en la materia y un delito de contaminación general. Además, he participado en las propuestas para la regulación de los nuevos delitos de tortura y diferentes reformas para el perfeccionamiento de los delitos de lesiones y contra la vida, incluyendo la Ley Gabriela, sobre femicidio y la Ley Emilia, sobre conducción en estado de ebriedad causando muerte o lesiones graves.
***
Durante todos estos años, las propuestas jurídicas presentadas a Uds. en mi calidad de profesor universitario nunca fueron apuntadas por representar opiniones sesgadas o interesadas políticamente. Tampoco fue cuestionado sobre esa base mi desempeño profesional, tanto en el patrocinio de personas como en los informes en Derecho que he emitido. Y ello, sin perjuicio de que, como ciudadano, mis preferencias por la “centro izquierda” son conocidas, las que explican, p. ej., mi labor como asesor del Ministro de Justicia don José Antonio Gómez en 2014 y mi breve militancia en el Partido Socialista de Chile, a la que, de conformidad con la ley, renuncié antes de asumir en 2015 el cargo de Abogado Integrante de la Corte Suprema, nombrado por la Presidenta Bachelet.
No obstante, como es propio de una sociedad democrática, durante este proceso de postulación y nominación al cargo de Ministro de la Corte Suprema, mi trayectoria profesional ha sido objeto del legítimo y necesario escrutinio público, existiendo algunas voces que han manifestado preocupaciones y temores acerca de mi desempeño como Abogado Integrante de la Corte Suprema, mi domicilio político y actividad profesional anteriores.
***
Organizaciones de víctimas de las violaciones a los derechos humanos cometidas durante la dictadura militar, han mostrado preocupación por mis votos en algunos fallos a los que concurrí como Abogado Integrante de la Corte Suprema, como si ellos fuesen contrarios a la esperada, aunque todavía no publicada, decisión de fondo de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en las peticiones 1275-04 B y 1566-08, respecto de la doctrina asentada en 14 sentencias anteriores a 2012, que condujo a la casación de oficio y aplicación de la atenuante de media prescripción y beneficios de cumplimiento de pena en libertad en causas seguidas por torturas, desaparecidos y ejecuciones extrajudiciales, también conocida como doctrina Dolmestch.
Sin embargo, en ninguno de los fallos que se citan como fuente de esas inquietudes concurrí con mi voto a casar de oficio una sentencia para aplicar la media prescripción y conceder algún beneficio a los condenados en causas seguidas por torturas, desaparecidos y ejecuciones extrajudiciales. Además, en su mayor parte se trata de fallos en que rechacé los recursos de los condenados que solicitaban la aplicación de la media prescripción, su absolución o una rebaja de pena por otra causa. 
Ese es, por ejemplo, el sentido del fallo cuya redacción estuvo a mi cargo en el caso Luzoro-Paine, primera condena a un civil por crímenes de lesa humanidad, donde se rechazaron los recursos de los condenados para absolverlos o aplicarles la media prescripción y concederles beneficios. Este fallo, al extender la responsabilidad por ejecuciones extrajudiciales a civiles que intervinieron en ellas, fue calificado —en el momento que se dictó—, como “histórico” en la página web de una de las agrupaciones de Víctimas de Violaciones a los Derechos Humanos de la anterior dictadura militar. 
Desde el punto de vista académico, en dos artículos publicados en los años 2005 y 2012, explico por qué considero equivocada la doctrina que aplica la prescripción y la media prescripción en estos casos. En el primero, publicado a propósito de la posibilidad de juzgar las torturas que reveló el Informe Valech señalo: “La calidad de imprescriptibles de los delitos contra la humanidad se encuentra reconocida ya desde el Estatuto de Núremberg, y naturalmente en la Convención sobre la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y de los crímenes de lesa humanidad de 1968. Luego, como crimen contra la humanidad, la tortura masiva y sistemática es imprescriptible conforme al derecho penal internacional”. En el segundo, titulado precisamente El Fin de la Doctrina Dolmestch, añado que “parecen existir buenas razones para negar que exista algo así como un ‘derecho humano’ a la prescripción (no contemplado en ningún Tratado), pues significaría que existiría algo así como un derecho a evadir la justicia humana siempre que, naturalmente, se tenga la habilidad y los recursos para ello, destruyendo con ello los fundamentos de la vida en sociedad”.
Similares razones fundamentan el fallo al que concurrí para rechazar el recurso de amparo intentado por los responsables de la muerte de Rodrigo Rojas Denegri y las graves quemaduras sufridas por Carmen Gloria Quintana, decisión que permitió su posterior condena, impidiendo la impunidad que podría generar una cosa juzgada fraudulenta. 
Luego, los temores acerca de mi actuación futura en esta materia no se basan en que yo hubiese aplicado la atenuante de media prescripción en causas seguidas por torturas, desaparecidos y ejecuciones extrajudiciales, que no lo hice, sino en una discusión en torno a los argumentos jurídicos esgrimidos para rechazar los recursos de casación, una cuestión que no altera el resultado, esto es, que en los casos discutidos la Sala que integraba no anuló ninguna sentencia para aplicar la media prescripción, rebajar la pena impuesta y conceder beneficios a los condenados, como sostenía la doctrina de las sentencias impugnadas ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.
[bookmark: _GoBack]Tampoco se aplicó esa doctrina en la única sentencia de reemplazo en que la Sala que integraba concedió la media prescripción, causa Rol 32.454-2014, pues no se trataba de un supuesto de torturas, desaparición de personas o ejecución extrajudicial, sino de un homicidio en el contexto de un control de toque de queda. Ese diferente supuesto fáctico obligó a la Corte —en fallo cuya redacción estuvo a mi cargo— a recurrir a la aplicación directa de los Convenios de Ginebra de 1949 para poder condenar a los acusados por un homicidio de civiles “no combatientes” en estado de guerra interna, revocando la sentencia absolutoria que estimaba no existía un delito de lesa humanidad en el caso concreto, pues no había prueba de que el hecho sancionado estuviese conectado con la generalizada represión política ejecutada por la Dictadura. De este modo, ese fallo ofreció un fundamento para sancionar todos los delitos cometidos por las fuerzas del poder recién establecido durante el “estado de guerra” declarado por la Junta Militar, vigente entre el 11 de septiembre de 1973 y la misma fecha de 1974, impidiendo así su impunidad.
En resumen, siempre he sostenido la imprescriptibilidad de los delitos de lesa humanidad y que no existe fundamento para anular una sentencia y aplicar la media prescripción en casos de torturas, desaparición forzada y ejecuciones extrajudiciales, así como la necesidad jurídica de acatar los tratados y resoluciones de los tribunales internacionales en materia de derechos humanos, tanto en la enseñanza como en la práctica del derecho.
***
En cuanto a las preocupaciones manifestadas respecto a mi domicilio político y mi actividad profesional, lo primero que debo decir es que nuestra legislación contempla mecanismos para asegurar la imparcialidad de los miembros de los tribunales de justicia, separando la actividad política y profesional de la magistratura. 
En efecto, para ejercer como juez uno debe renunciar a su militancia, cesando toda actividad político-partidista, tal como hice en 2015. Además, se jura o promete someter el ejercicio del cargo únicamente a la Constitución y las leyes de la República, promesa que respeté cabalmente en tanto fui Abogado Integrante de la Corte Suprema entre 2015 y 2019. Y el Código Orgánico de Tribunales impide a los jueces dirigir al Poder Ejecutivo, a funcionarios públicos o a corporaciones oficiales, felicitaciones o censuras por sus actos; tomar en las elecciones populares o en los actos que las precedan más parte que la de emitir el voto; así como mezclarse en reuniones, manifestaciones u otros actos de carácter político o efectuar cualquiera actividad de la misma índole dentro del Poder Judicial.
En segundo término, nuestra legislación establece también mecanismos para impedir que el interés personal o el prejuicio perjudiquen a los litigantes, disponiendo que un abogado que llega a ser nombrado juez no puede intervenir en las causas de quienes han sido sus clientes ni tampoco en aquellas respecto de las cuales haya emitido una opinión sobre la materia que se trate. 
Estas son las reglas que hacen posible que nuestra Corte Suprema sea integrada por cinco abogados “extraños a la administración de justicia”, con a lo menos quince años de título y que se hubieren destacado en la actividad profesional. Similares reglas permiten en otros países democráticos la integración de sus tribunales supremos y constitucionales con abogadas y abogados ajenos a la carrera judicial, como en los Estados Unidos de América y España, respectivamente.
***
No obstante, algunos de quienes se muestran preocupados por mi eventual nombramiento, señalan que, por la naturaleza de ciertas causas en que he intervenido o el contenido de algunos informes que he emitido, no podría impartir justicia con imparcialidad en cualquier otra causa o materia. 
Esta preocupación se basa en un errado entendimiento del ejercicio de las profesiones liberales, en general, y de la abogacía, en particular.
En efecto, en general, de conformidad con ese razonamiento, habríamos de responsabilizar también a las y los periodistas por los medios en que se han desempeñado o por las personas o instituciones a quienes han asesorado comunicacionalmente, a los médicos por sus pacientes y, por extensión, a todos los profesionales liberales por las conductas de sus clientes, siguiendo un criterio de atribución de responsabilidad prohibido por el principio de culpabilidad personal, consagrado en nuestra Constitución y en los Tratados Internacionales sobre Derechos Humanos. 
En particular, al hacer responsables a las abogadas y abogados por sus clientes, se priva, además, del derecho a defensa a todos los imputados por cualquier clase de delito, haciendo ilusoria la idea de Estado de Derecho como lo conocemos en las sociedades democráticas, donde solo es legítimo imponer una pena si ello ha sido precedido de un proceso legalmente tramitado y en el cual el imputado ha ejercido su derecho a contar con una defensa letrada.
A un profesional liberal y, especialmente a una abogada o abogado, ha de juzgarse no por la calidad personal de sus clientes ni los hechos que se les imputan, sino, en cambio, por su comportamiento profesional de conformidad con las regulaciones éticas y legales aplicables y reconocidas por los respectivos Colegios Profesionales. 
En ese sentido, y respecto a la asesoría profesional al Comandante en Jefe del Ejército y a su subrogante legal en causas de connotación pública y en la elaboración de un plan institucional de prevención de delitos o compliance, solo cabe reiterar que, como han declarado importantes abogados defensores de derechos humanos, incluyendo a uno de los querellantes en esas causas, mi labor profesional “no es reprochable éticamente, en la medida que como abogado no intervino de manera alguna en los hechos que se investigan”. 
Y, de nuevo, hay que reiterar que el haber sido abogado patrocinante de un imputado en una causa o emitido un informe en Derecho sobre otra, me inhabilita en el futuro para intervenir como juez en ellas, asegurando a las partes contrarias la imparcialidad del tribunal superior que llegue a conocerlas.
Finalmente, las preocupaciones expresadas sobre mi eventual conducta en el campo de la libertad de expresión se contradicen, además, con mi actuación como abogado defensor de mi hermana, la periodista Alejandra Matus, en las causas seguidas por la publicación del “Libro Negro de la Justicia Chilena”. Esas causas, llevadas adelante en Chile y ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, desembocaron en la derogación del art. 6 b) de la Ley de Seguridad del Estado que, en ese entonces, permitía la persecución de periodistas por el delito de “desacato”. Sin esa derogación, sería todavía posible perseguir judicialmente a “los que difamen, injurien o calumnien al Presidente de la República, Ministros de Estado, Senadores o Diputados, o a los miembros de los Tribunales Superiores de Justicia, sea que la difamación, la injuria o la calumnia se cometa con motivo o no del ejercicio de las funciones del ofendido”, sin atención a la verdad o falsedad de lo que se expresare.
***
Sr. Presidente y, por su intermedio, miembros de esta comisión: El día de ayer aparecieron en medios electrónicos algunas publicaciones conteniendo imputaciones falsas que se alejan del legítimo escrutinio de mi actividad profesional.
En una de ellas, sobre la base de la divulgación parcial y mutilada de comunicaciones sostenidas con representantes de la empresa IBM se me atribuyen, directa e indirectamente, diferentes hechos, todos falsos. Al respecto, daré lectura al texto íntegro enviado a ese medio para desmentir esas falsas imputaciones el cual, por razones que desconozco, solo apareció parcialmente publicado:
“1. Es de público conocimiento que parte de mis labores de asesoría al Comandante en Jefe del Ejército consistió en colaborar en el diseño e implementación de un sistema de prevención de delitos o compliance. Este sistema supuso la creación de manuales de conducta y capacitación a todos los funcionarios de la institución, el perfeccionamiento de los canales de denuncia anónimos y reservados, el fortalecimiento de las capacidades de control y supervisión de su Contraloría Interna, así como la revisión de protocolos y procedimientos internos que supusieran riesgos de corrupción o de comisión de delitos.
2. En este proceso de revisión, se detectó que el sistema descentralizado de compras y mantenimiento, con más de un centenar de centros de costos en todo el país, hacía que las revisiones de la Contraloría Interna, generalmente relativas a los documentos presentados por las propias unidades y con un importante desfase temporal, debían ser reforzadas mediante procedimientos especiales y el recurso a un Sistema de Inteligencia Artificial que pudiese detectar, en tiempo real, anomalías en las supuestas necesidades de compras, cotizaciones y personas eventualmente relacionadas.
3. Por tanto, le sugerí al Comandante en Jefe la posibilidad de que el Ejército conociese el funcionamiento de tales sistemas.
4. Se me indicó que, en ese momento, el encargado de las compras de software de esa naturaleza era el Gral. Varela, entonces director del DINE.
5. Por esa razón, consulté la página web de IBM, reconocida productora de sistemas de Inteligencia Artificial para la prevención de delitos en el ámbito financiero y les pregunté en el chat allí disponible si su sistema podría adaptarse a las necesidades de una institución como el Ejército y hacer de ellos una demostración.
6. De la sola lectura de las partes de los correos publicados se desprende que mis gestiones al respecto en ningún caso consistieron en una oferta, intermediación o negociación para su compra, y para ello basta con la literalidad de las consultas que hago, dirigidas a determinar la posibilidad de que el sistema IBM pudiese funcionar en una institución como el Ejército, sin experiencia en la materia, y a coordinar una demostración de su funcionamiento.
7. Como consta en la copia completa de saga de correos que adjunto, fue un representante de IBM quien me derivó con el representante suyo para Latinoamérica radicado en Colombia y lo que se solicitaba era una demostración del sistema, para la respectiva evaluación institucional.
8. También consta en ella que la demostración se suspendió al momento mismo en que IBM sugirió la presencia en ella de un distribuidor en Chile y que, después de ello, no se realizaron más contactos de mi parte.”
En cuanto a las informaciones sobre la querella interpuesta el día 9 del corriente en la causa denominada “Topógrafo”, sobre interceptaciones telefónicas supuestamente ilegales, debo señalar lo siguiente: 
1. Dicha querella no me atribuye ningún hecho irregular en particular, sólo haber solicitado que el imputado y entonces Jefe del Estado Mayor declare y luego acompañar documentos que me facilita para que sean entregados al Ministerio Público, y así aportar la mayor cantidad de antecedentes para esclarecer los hechos investigados; 
2. No se señala que esos documentos (hoja de vida y demás antecedentes laborales del querellante) sean falsos, pues son verdaderos, sino únicamente una supuesta disconformidad entre su contenido y el encabezado del sistema electrónico a través del cual se presentan; 
3. Reitero que mi actuación en el caso corresponde a servicios profesionales, en un momento posterior a los hechos objeto de la investigación y desmiento tajantemente haber presentado en ella documentos falsos. Que una persona pida que se me cite, en una querella presentada sin pruebas en mi contra, no constituye evidencia razonable ni seria de sus acusaciones.
***
Sr. Presidente y, por su intermedio, Senadora y Senadores presentes, permítanme ahora hacerme cargo al menos de uno de los temas que justifican mi interés en esta postulación en tiempos de transformación constitucional: la democratización del poder judicial.
Al respecto, se encuentra aparentemente asentada entre la magistratura, la academia y el mundo político la necesidad de contar con un órgano autónomo que libere a los actuales integrantes de los tribunales superiores de las tareas de administración, control disciplinario y selección de nuevos jueces y auxiliares de la administración de justicia. Cualquiera sea la composición y forma de nombramiento de los integrantes de ese nuevo órgano, es de esperar que en ello se tome en cuenta especialmente la experiencia práctica de los Consejos de la Magistratura y similares organismos ya existentes en el derecho comparado, para evitar su politización, cooptación corporativa y la paralización de sus funciones que se ha visto en más algún caso. 
También se ha de ser prudentes a la hora de hacer realidad otra idea relativamente asentada, como es establecer tiempos de duración en los cargos de los tribunales superiores, poniendo fin a la inamovilidad hasta la edad de retiro, pues sin mecanismos que aseguren un retiro digno o la asunción de otras funciones al término del plazo del nombramiento, los riesgos para la imparcialidad de esos tribunales son excesivamente elevados.
Pero quisiera ir más allá y sostener aquí que el principal camino para profundizar en la democratización de nuestro sistema judicial es el establecimiento de un sistema de enjuiciamiento que, —aunque no pertenece a nuestra tradición jurídica—, puede ser abordado en el contexto de la elaboración de una Nueva Constitución. 
Me refiero a la implementación de un sistema de jurados dirigidos por jueces independientes e imparciales, que resuelvan las cuestiones de hecho y las que importen valoraciones sociales en la aplicación e interpretación del derecho en los delitos de mayor trascendencia social. 
Como es sabido, el juicio por un jurado de pares es uno de los derechos fundamentales que los británicos remontan a su Carta Magna y está expresamente consagrado en la Sexta Enmienda de la Constitución de los Estados Unidos de América. Además, ha sido adoptado por Francia, España y algunas provincias argentinas, entre los sistemas de derecho continental. Entre nosotros, es un sistema que fue promovido por nuestros libertadores a principios del siglo XIX y que se mantuvo vigente como “venerable reliquia de la Independencia” en los “juicios de imprenta”, hasta el primer cuarto del siglo XX. Obviamente, no se trata de un sistema libre de críticas ni de temores: por una parte, la ejecución de Sócrates y la quema de los ejemplares de “Sociabilidad Chilena”, de Francisco Bilbao, son fuente inacabable de las primeras; y, por otra, las experiencias de los llamados “tribunales populares” de los estados totalitarios del siglo pasado, de los segundos. Por ello, su introducción en Chile probablemente esté sometida a similares sino mayores resistencias que las que existieron para la reforma del sistema penal inquisitivo en uno acusatorio. Sin embargo, así como se hizo con esa reforma, una implementación del sistema de jurados que adopte los modelos más exitosos del derecho comparado, gradual y limitada en un comienzo al juzgamiento de los delitos más graves, permitirá despejar las dudas y temores y será un paso decisivo para la democratización de nuestra justicia penal. 
Al radicar en los ciudadanos la responsabilidad de dar por establecidos los hechos fundantes de una acusación o defensa, se les reconoce en la función judicial similares derechos y capacidades que los que se ejercen y se esperan al elegir y ser electos en cargos de representación popular en la legislatura y en todos los niveles de la administración local, regional y nacional, democratizando su ejercicio y haciéndolos parte y responsables de una de las funciones públicas más relevantes de la vida en sociedad: impartir justicia.
Ello obligará, además, a nuestro gremio jurídico a adoptar un lenguaje claro e inclusivo, alejado de academicismos ajenos a los textos legales, de manera que nuestros alegatos y sentencias sean comprensibles por los legos que conformarán los jurados y la sociedad toda.
***
Para terminar esta presentación, y con la venia del Sr. Presidente, tomaré un minuto para agradecer, aunque tal vez no lo suficiente, a quienes han hecho posible que llegara este momento en mi vida: mi madre, la Sra. M.ª Angélica Acuña, a quien debo mi educación y que me diera a conocer el año 2016 nuestra ascendencia diaguita; mi esposa y coautora de mis obras más importantes, Sra. M.ª Cecilia Ramírez; mis hijas Antonia y Sofía; mis profesores, compañeras y compañeros de las escuelas y liceos fiscales y municipales en los que cursé la enseñanza básica y media y, especialmente, los de los Liceos A-7 de Iquique y B-8 de Calama; mis compañeras y compañeros en la U. Católica, donde obtuve mi licenciatura en Derecho y conocí a los miembros de otra Corporación que se sigue reuniendo mes a mes a disfrutar la amistad; el Rector de la Universidad de Talca, institución en la cual inicié mi carrera académica; los miembros de las asociaciones de Defensores y Fiscales; y todos mis ex alumnos y colegas chilenos, de Argentina, España, Italia, Holanda y Alemania que me conocen personalmente y han escrito a esta Comisión para apoyar mi nombramiento, entre ellos, los presidentes de la Asociación Internacional de Derecho Penal y de la Sociedad de Defensa Social, las más importantes y antiguas sociedades científicas en la materia, cuyas opiniones sobre mi persona, formación profesional y desarrollo académico, espero tengan Uds. a bien considerar al tomar la decisión a que están llamados en este momento.
¡Muchas gracias por su atención!
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Presentación Sr. Jean Pierre Matus ante  la  Comisión de  Constitución, Legislación, Reglamento y Justicia del H. Senado de la  República, de 1 4   de septiembre de 2021   ¡Buenos días!   Con la venia del Sr. Presidente y, por su intermedio,  me dirijo a los  miembros de esta Comisión solicitando  se sirvan recomendar a la Sala de esta  Corporación  el acuerdo d el   Senado  para mi nombramiento como   Ministro de la  Corte Suprema .   No es la primera vez que comparezco ante Uds. y espero que tampoco sea  la   última. Durante toda la década pasada he  asistido   a esta Comisión y a otras  de este Senado y de la Cámara de Diputadas y Diputados a exponer mis puntos  de vista sobre diferentes proyectos de ley  en materias penales . Entiendo que  sus   p residentes ,   cada vez que me invitaron  consideraron   que mi carrera profesional  y académica   avalaba los juicios que  emití , así como las propuestas de redacción  que  ofrecí   cuando   se me  permitió   participar en las discusiones en particular de  los  proyectos de ley .  De e sa  carrera   dio   cuenta  el martes pasado el   m inistro de  Justicia , por lo que  me  parece pertinente  ahorr ar les su reiteración .   Quisiera, en cambio, poner el acento en  algunos  aspectos que no resultan  evidentes  de   la lectura de la información curricular .  P or ej.,  que   en mi labor de  asesoría legislativa   siempre estuve disponible a concurrir,  ad - honorem,  a los   llamados de las Comisiones de esta Corporación ,   procur ando   seguir las  enseñanzas de mis difuntos  m aestros Sergio Politoff y Juan Bustos Ramírez, en  orden a no  dejar de aportar mi apoyo técnico a las instituciones de la República,  por difíciles que fuesen las decisiones que este cuerpo legislativo debía adoptar,  mientras las propuestas ofrecidas se ajustasen a  la Constitución ,  los tratados  internacionales   y las l eyes vigentes .   

